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Hu cslc arlíaih se analiza ¡a Sentencia del Tribunal 24/2012, de 27 de febrero, sobre el uso de
cántara oculta, luí ar^unientaeióti es^rittiida por el 7 C en dicha sentencia lesulta adecuada al
caso en cuestión, pues produce una intromisión gratuita e innecesaria en el dciecho a la inti
midad de la demandante, desproporcionada para el objeto de la investigación penodistica en
curso. Sin embargo, en este articulo sostendremos que dicha doctrina no puede set estuipolahlc
a otro tipo de casos de periodismo de investigación por razón del derecho de los ciiuiadanos
a conocer la verdad informativa. La deontohgia periodística constituiría una lefeiencia mas
pró.xima y adecuada para resolver situaciones controvertidas entre libertad de e.xpiesion y i c-
rcebos subjetii 'os.
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Austract
In this artiele lee analyze the Court's Judgment 24/2012. o/27th Tebiuary . f - f, '/•' /
camera. It is considered that the arguments put fonvard by the Constitutioiia otii in j. ci juc g^
mcnt is proportionate and appropriate to the case in (¡uestion itsell in which is pioc ucee _ oi aicc
an interjerence leith the right to privacy o f the applicant. Hoieever. it is argüe t.ia suc '''"V
ments eould not be e.xtrapolated to other Cii.sc's of investigative Journalism t uit uses ^11' '''J fJ
to shoiv e.xceptioiially high matters oj public interest. The secoiidpait pieseiits joutna is le e
as a suitable complement to solve the.se complícate cases.
Key tvords: hidden camera. Jreedom of speech, dcontedogy, Joiniiedisni.
1. La posición di:l Tribcnai. Constitucional sobrl li. uso de c.Amaix.a oc.ulta
COMO Ti-CNiCA di; invi;sti(:ack)n periodística
Recientemente, el Tribunal Constitucional Español (en lo sucesivo, TC) ha dictadt si
I  • - 1 I 1 E Cic /-nmo técnica de inx'esti-primera sentencia en relación con el uso de las camaras ocultas euun. ^i o tie liluíl",. —— míe
gación periodística, en la que se declara su carácter ilícito por constituii "F
atenta contra la intimidad y la imagen de las personas. La información, a emas c - . i
\t fie inrer-fic i-«i'iKIif^f^ It.i fie «er f>Ktf>i-iirlo i-«f->r i-<rr>í~eflrmÍentOS IcgalcS para f,OZay d terés público, ha d s ob en da por procedimientos
constitucional.
Para entender bien la sentencia dictada por el TC conviene nerio-
hechos sobre los que se pronuncia. Se trata de una falsa entrevista lea iza a p , ' ,
conocer cuáles fueron los
I- I I 1 1 - i.,c-.,..rHo se encuentra ubicado endista, que acude a la consulta de una naturopata cuyo despacno se ^ ^  niie sufre
ixas a su domicilio, haciéndose pasar poi una i
dad. Dicha visita la hizo provista de una camara_oculta con a
una de las habitaciirnes anex
una determinada eníerme U  • . ,
que pretendía grabar las declaraciones de dicha profesional sin su consentimien o, paia ,
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posceriormente emitidas por Canal 9. El repórtale - j:!™, jlírioréon^
A^Witp en torno a este tipo de practicas profesionales, al qi •c^-rfctob^lasmismas. En elmismo se reproduce
con cámara oculta, en los que puede reconocerse a la pcisona
1- e,;notina técnica para difuminar su rostro o distorsionar su voz. m-áctica
Fi TC entiende que si el propósito de dicha información es la c enuncia c c u ' gyclá mente rlprochable, ésta se've debilitada cuando el reporta,e termina ,K>r cent.
nción en la persona grabada. Dicho tratamiento concede una ma>or impti ' ¡^Jael
n as iiSc^enes que al objeto de denuncia, al tiempo que se le cnorga una
vídeseada a dicha persona, cuya participación ha sido grabada sin su ^,^,{iciente-
' t n lado el testimonio vertido por la entrevistada carecía de un com|x e • ,-,di-
° SteInformativo y no guardaba correspondencia con la hnahdad ele denuncia pret
^Por^Lo, en la línea marcada por el Ministerio Fiscal, el TC <<coíisulcrú y
1- ^ o/iuinnración entre iifilhnrinn /L rAnuu-e riniltú V pci'iodisn/o de inK-t^
P  es la línea el Fiscal, el i F «ammc^a ^ 
^iwnlista la equiparación entre utilización de cámara oculta v penodismo c t mus ^^pios
nJma ctue en el tratamiento de la noticia primaron otros aspectos ajenos a en
h una información superficial caracterizada por una cierta hanalizacion y trivia t^i ^/. .^posición de los temas noticiables o con una fiwalidad meramente polemista, ''!'. ^,,,te
,/ fjjantenimiento de cuotas de pantalla que de la consecución fie fines llama
levantes como el de la formación de una opinión pública Ubre». De hecbo. la I , en
1  .tención sobre el escaso valor periodístico de programas que convierten la eaim
í fin» de la actividad informativa, en la posibilidad de la «mostiaeion» eom '
rneba fehaciente (demostración) de una verdad de los hechos que existen en si
in atender al interés público ni tampoco a la posible orientación marcada por el pe
romo guionista de las declaraciones de su interlocutora. Por e.so, se ha de leca Cc
L del periodismo no se basa en esa extendida idea de que «la verdad» se despre
louello que se puede ver, ignorando la capacidad de manipulación del medio a pm
clntaxis narrativa de imágenes y conversaciones ordenadas para producir un detei m
f  to en el telespectador.
^ ^^El TC trae a colación la doctrina del TDHE que reconoce a los profesionales la '
,„d de elegir los méteos o técnicas que consideren más pertinentes para la tryy'ppjq
nforniaiiva. la cual debe ser acorde a las exigencias de obietividad y neutralidad (b 11 _
j  73 de septiembre de ^ ^^4, JersiU f n......... c ? Ji AI riemoo ciue recuerda q ,de aAV , ,^«rinrHi';r. n.r. raIo.>:„ i
la
«
pru
j o u > u Li i ucu ve
de 2 septivu.u.y x jentid c. Dinamarca, § 34). l t p qu
Pbertad del periodista para elegir los medios más apropiados para cubrir la míorma
Lio está exenta delimites, y que en ningún caso pueden considerarse legítimas aquella-
nicas que invaden derechos protegidos, ni aquellos métodos que vulneren las vxigeneun.H . ,u,.„rnevcuavinnt..., . t . . contenido i formativo»
§ 141; y de 1 ü de mayo de 20IC
j, ^ i. ^  f.
'',fbn™."de"sde ''""''™cntal establecerHiblrco» es  un nuntn ,l. un criterio nuclear del conceptc).t • .4^ '1<dnter« públjco» desde un Pu^rdTt'rcrdrv n emito
riosiJ^I P'yr'll de la ciudada™ iTa ello, el 1
i «u/ cUNinui'f^^^'- -í
que la satisfacción de la cin losulad dte la sansjatcny -.cu. ce
V
una parte
 .
/ privada de una persona pueda considera'fit•-"Cs de la vida privada ae
todas, STEDI1 de 24 de junio de 2004, \'on Hannove' <-'''tación a tal efecto» (,contnnncf
Alenunna
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El TC intenta marcar una línea de separación clara entre lo que se ha denominado
«interés público» (interés crítico) e interés del público (interés popular), que puede ser
un mero eco del interés previamente inducido por los medios de comunicación'. Conven
dría diferenciar ambos y advertir que el interés público amparado constitucionalmente se
refiere a los asuntos nucleares para el luncionamiento del sistema político o a prácticas
delictivas que causen un daño severo e irreparable en los bienes de la persona, sin que se
muestren eficaces los mecanismos convencionales.
En el caso en concreto de la entrevista realizada a la naturópata y emitida por Canal
9, el TC entiende que no existe un suficiente interés público que justifique la injerencia
llevada a cabo por dicha cadena de televisión, mientras queda puesto de manifiesto una
lesión injustificada de los derechos de la demandante, al reproducirse unos testimo
nios privados obtenidos sin su consentimiento y con la argucia de una falsa identidad
adoptada por la periodista para obtener opiniones abiertas de su interlocutora. De este
modo logra grabar sus declaraciones, con su voz e imagen, y aparece respondiendo a
unas preguntas que jiretenden precisamente dotar de contenido al guión trazado por su
programa televisivo.
Así pues, sus derechos a la intimidad y a la propia imagen quedan afectados al conce
der un reconocimiento público que para nada podía imaginar al atender aquella consulta
médica. Como señala el TC. se produce un daño «sobre el derecho a la intimidad y el
derecho a la propia imagen, sin <¡ue se ponga en cuestión la posible afección del derecho al
honor, porque lo que cobra relieve aquí no es el contenido estricto de la información obte
nida, sino cómo se ha recogido y registrado mediante videograbación subrepticia, y el lugar
donde se ha llevado a cabo, el reducto reservado de una consulta profesional». En efecto,
la libertad de expresión ampara el debate público sobre dicho asunto, pues tiene Ínteres
para la ciudadanía, pero no puede menoscabar los derechos a la intimidad y a la imagen
de la demandante de manera gratuita e innecesaria. En todo caso, el TC no entra a pon
derar si los hechos son ciertos o no, ya que la veracidad no es un criterio suficiente paia
justificar la intromisión en los derechos de la persona cuando no alcanza un suficiente
interés público. Por tanto, el TCl, aun en caso de existencia de un interés público en e
asunto notablemente alto, se niega a admitir esas declaraciones como parte de un lepor-
taje neutral", ya que dicha entrevista se ha realizado ocultando la periodista su identidad.
'  A cslc respecto resulta oportuno traer aquí la distinción marcada por Giovanni Sartori cuan
do indica; «Es evidente por sí mismo que una opinión generalizada (difundida entre el gran público)
puede existir, v de hecho existe sobre cualquier tema. Ño obstante, los estudios sobre la opinión pu
blica y significado que podemos denominar técnico del término se centran, en primerisima instaiHia.
sobre un público interesado en la «cosa pública». El público en cuestión es sobre todo un público i í
ciudadanos, un público que tiene una opinión sobre la gestión de los asuntos públicos, y. po> lo tanto,
sobre los asuntos de la ciudad política. En síntesis: el "público" no es sólo el sujeto, sino tainhieii c
objeto de la expresión. Una opinión se denomina pública, no .sólo porque es del público (difundida
entre muchos, o entre los más), sino también porque alecta a objetos y materias que son de natuiale^a
pública: el interés general, el bien común, r en esencia, la res pública». Ci. Sartori (1992), Elementos
de teoría política. Alianza Universidad, Madrid, pág. 149.
"  Para llegar a alcanzar dicha diferenciación, el periodismo de investigación se basa en el cri
terio de veracidad tlel ccuitcnitio de la información v para ello recurre a la teoría del reportaje
neutral. Dicha práctica, que tuvo su origen en la jurisprudencia estadounidense, consiste en que
el medio de comunicación reproduzca literalmente lo expresado por una persona sin introducir
ningún tipo de modificación ni comentario. En estos casos correspondería a la persona que hace
tales declaraciones resiiondcr de su contenitlo ante la justicia, siendo el periodista un mero repro-
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Otro punto que llama a la reflexión es el carácter híbrico c cicc o -vicio
en este caso, pues se trata de una relación profesional con na^ic ac , 0 '] C
público que transcurre en una
recuerda la doctrina expansiv
como el laboral en el que
Clones que pueden constituí} /fíímijc^títLíuií tic m ,
caso podrían ser invocadas a nuestro inicio, P'f 'tener'.nay"''
relación en la que la hnalidad del ser\'icio profesional som-'
para conceder un valor de acto «cuasi público», , , ^,| . parte de ■>
En cualquier caso, lo que resulta del todo ,¿||a pretende, bt'l"
periodista, que se aprovecha de la buena fe de la demandan ^ efectivamente y clescono
posición forzada, sonsacar de la profesional comentarios q • ' p,-onietcdoni-
ciendo su finalidad, pueden realizarse con mavor ligereza > ¡ntimid-id de b>
Esta falta de sinceridad podría considerarse una v confidencial de su
persona, quien en ningún momento sospecha que la f pLiblicarlas.
intcrlocutora constituye una trampa para obtener 'T"<-¡oncs vlictos para asi eiei es''
ieto ttene derecho a conocer cuál es hífinalidad de sus ^ El ^tutodetertit"'-
sobre c los un control que evite daños innecesarios a j, „arant.«' '
esencial de k no sospecha que•  1 1 . , uc , ^,,.^10 v n *- i ,espontanetdad propia de ciertas relaciones de las Elónicv, de Liaño. el dey^"'''
terminar en el dominio público. Como ha observado Mt ■" ■
a autodeterminación inlormctR.., r.riiTen en ci ■> ■*> ^ i.uníal f r t.VgC.
setz1  ir • 1 encuentra su orige .U la
bunal Lonstituciona Alemán . , 1 „rfícub 1 , i 1 i ,• - i 1 hunu.nt a Urvrs.o 1 quc taiiiizo el articn. ^uibihdad de la dignidad ni"mental de Donn-, donde sífs 1^.., 7 , , , „ intangiL"'
. -icil^ 1'^^
ductor de las mismas Dor r-ivA i • -i i- Fl TribunaUx^ustitucionai ha mam' ^siguientes notas para estim'i " interés público. neutral; a) Ll objeto de la m
de estar constituido por deH '^'^rcchos lesi^'^'^ ^^.-1 honor. Las ' -etas.
han de ser, por sí misLc . imputen .qirmaciones de personas
-be>'
da
nina
_  'y "eutral, la veracidad e.xit^"" . ¿c respousaouiuaii ante lab '
ciones vertidas po,- uñ-f ^nedando el medio exe jj^nes en relación al reportaje
han sido abordadas no,- Persona. Las diferentes d
'  En este sentido noq > Sentencia 76/20^^-■ n^atla poi'h'P''ulesora Marta
Liaño a partir de la doctri interesante la reflexión , ^^^2, Niemietz c. Alemania >'da en las SSTEDhl de ¿T de 16 de diciemh'^ ó ^ 28 de enero de 2003^ I ee
c. Remo Unido, 25 de seoc ' ^e2ü04, Sidabras y Oeino Unido. 4 de mayo de 20t'0. '
c. Rumania, y 22 de feh 2001 P. G. v h H- c^^ana. cuando indica que «un e' 't
para determinar cuándo'^'' Burghartz'c. de la vida privada protegible
a intromisiones iUíti,,/''^ encentra
eonfo;:^;^;"ente de o d^ patenm que per^i^aeee al ámbitode la intimidad una de la expectativa razom»^^'^..pccíhcamente ordenado a asegn.a. laú,se,-eco,, Jel„h,,,,, „,„„0 ^ en un "f ,„(esiun»l«>.-
iiianteniua ei' ,
nio
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La persona tiene derecho a construir su esfera comunicativa como expresión de este
libre desarrollo en el cine se desen\'uclve en sus relaciones con Icrs demás. Por tanto, dicho
derecho ha de incluir de manera lundamental la elección libre y consentida de los interlo
cutores, prohibiendo así que éstos puedan actuar de manera fraudulenta en una relación
de confianza para obtener declaraciones con el propósito de publicarlas. Por tanto, garan
tizar la intimidad abarca la tutela de los escenarios en los que transcurren las relaciones
interpersonales y reprochar el engaño como argticia para recabar confesiones destinadas
a su conocimiento jióblico. Esta postura estaría en consonancia con la doctrina del TC
acerca del derecho a la intimidad cuando la define como «la existencia de un ámbito propio
V reservíulf) ¡rente a la acción y eonoein/iento de los demás, necesario, según las pautas de
nuestra cultura, pai-a mantener una calidad ntínima de la eida humana» (STC 77/2009, de
23 de marzo, i j 2), lacultad que para ser operativa implica tanto un resguardo de dicha
parcela como la iactiltad de inter\'enir en la decisión de terceros para divulgarla sin su con
sentimiento. Por esta razón, tal y como señala la ,STG 12/2012, el uso de la cámara oculta
como argucia para obtener la grabación no consentida de imágenes supone en sí mismo
una vulneración del derecho a la personalidad, por lo que hay que declarar de lleno su
carácter ilícito, aun cuantío no llegasen a ser emitidas.
Por otro lado, la doctrina tlel Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha propuesto
un concepto de la intimidad basado en la naturaleza de las relaciones interpersonales y en
el criterio de la expectati\'a razcmable que cada persona mantiene en el ámbito de diversos
círculos sociales en los que se desenvuelve. Desde esta perspectiva, la intimidad compren
dería otros ámbitos más amplios que los definidos por el espacio privado, tales como las
relaciones laborales u otras parcelas sociales en las que cabría esperar de manera razonable
cierto grado de res|")eto a la naturaleza privada o semiprivada de declaraciones que se profi
rieron en un determinado entorno y no en otro, y que adquieren una dimensión totalmente
distinta y, con frecuencia, distorsionada.
Por otro lado, desde la perspecti\'a de la teoría alemana de las esferas, cabría entender
este tipo de relaciones profesionales en la denominada Vertrauenspháre. que comprende toe a
«la información (fue un sujeto, ligado a otro por lazos de paix'ntesco o afectividad, parragones le-
ligiosas, ideológicas, ¡■aciales, de salud o pi-ojesionales. participa a oti'a persona de su confiaiua».
Ea flagrante \áolación del derecho a la propia imagen de la demandante hace supei-
fl uo cualquier comentario al respecto. Ea captación sin consentimiento de su imagen y su
posterior divulgación, sobre la que se pretende atraer la atención del espectador, resultan
suficientemente elocuentes para ad\'ertir hasta qué extremo se menosprecia ese derecho.
El elemento de la recognocibilidad, que resulta central para dirimir la esencia de este de
recho, queda claramente violado al proporcionarse sus testimonios directos sin procedei a
«A modo tic ejcmiilo, piénsese qué sucedería si se introdujera una cámara oculta en un quiiófano,
y luego se trasmitieran las coinersaciones privadas mantenidas por los profesionales sobre e as
pecto del paciente o el resultado de la operación. O por hablar de algo más cercano, qué sucet erta
si se emitiera un reportaje de cámara oculta softire las deliberaciones de un tribunal sentencutcir
donde se entremezclen los ilatos técnicos con ciertas consideraciones personales». (...) «Ln la
concreta relación entre la esteticista y la reportera, aun cuando su contenido no merezca el cali
fi cativo de secreto, no cabe duda tle t|ue sucedió en un ámliito privado, pese a que las personas
afectadas hieran tíos, pues resulta lactible una privacidad compartida, l^ese a que la grabación
ocurriera en la parte tle la fi nca tlestinada a consulta, la esteticista se mostró ct^n una naturalidad ti
espontaneitlatl -mercetl al engaño de la reportera- de la que hubiera carecido de saber que estaba
siendo fi lmada». Marta Giímez De Liaño (2012), «La prohibición constitucional del uso tle cáma
ra oculta en el tlenominadti periodismo tle investigación». Do'ecom. n" 10, julio-agosto, pág. 12.
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la distorsión de su imagen y de su voz, que se podría haber conseguido a través de recursos
técnicos fácilmente disponibles"'.
Por tanto, el TC concluye que se ha vulnerado el derecho a la intimidad y el derecho
a la imagen de la actora. En cambio, no existe vulneración de su derecho al honor, pues
el debate y la crítica sobre su comportamiento eran pertinentes para la opinión pública.
2. La deontología como complemento de la LC^' en los casos dii íciles
DE LA ACTIVIDAD PERIODÍSTICA
Una vez analizado el caso que dio origen a la sentencia del T(. sobre el uso de cámara
oculta en la investigación periodística, parece razonable que la presunción jurídica que
convenía establecer era la de su prohibición, máxime cuando asistimos a un abuso en cier
tos programas televisivos que invocan la libertad de expresión para invadir la intimidad
de las personas de manera impune'. Una sentencia más condescendiente con este tipo
de prácticas hubiera supuesto una enorme inseguridad jurídica para los ciudadanos. Por
tanto, no hubiera sido un buen precedente conceder legitimidad a prácticas del intoespec-
táculo que utilizan la cámara oculta como un método habitual de buscar la noticia, a pesar
de suponer una violación del derecho a la intimidad y a la propia imagen de las personas.
Ahora bien, en nuestra opinión sería inadecuado proponer una interpretación expan
siva de esta doctrina del TC para casos de investigación periodística seria y comprometida
con los derechos de la ciudadanía y que nada tienen que ver con estos formatos televisivos
que utilizan la cámara oculta como protagonista de la propia in\'estigación. A fin de di
ferenciar estas actividades enmarcadas ambas bajo el rótulo de periodismo, pero con una
gran diferencia en su finalidad y sus procedimientos, resulta de enorme utilidad la deonto
logía como un instrumento de análisis de la diligencia profesional, la cual permite apreciar
de manera más certera la esencia de la actividad llevada a cabo con la función social del
periodismo. La existencia de instancias deontológicas de reconocido prestigio y con una
doctrina solvente sobre la práctica profesional podría ser un buen referente sobre el que
fundamentar la posterior labor jurisprudencial.
■' «El derecho a la propia imagen, reconocido por el art. 18.1 de la Constitución al par de los de
honor y la intimidad personal, forma parte de los derechos de la personalidad y como tai garantiza el
ámbito de libertad de una persona respecto de sus atributos más característicos, propios e inmedia
tos como son la imagen física, la voz o el nombre, cualidades definitorias del ser propio atribuidas
como posesión inherente e irreductible a toda persona. En la medida en que la libertad de ésta se
manifiesta en el mundo físico por medio de la actuación de su cuerpo y las cualidades del mismo, es
evidente que con la protección de la imagen se salvaguarda el ámbito de la intimidad y, al tiempo,
el poder de decisión sobre los fines a los que hayan de aplicarse las manifestaciones de la persona a
través de su imagen, su identidad o su voz». En el caso de una grabación oculta como la que aqtií
nos ocupa, la captación no sólo de la imagen sino también de la voz intensifica la \'ulneración del
derecho a la propia imagen mediante la captación inconsentida de específicos rasgos distintivos de
la persona que hacen más fácil su identificación (STC 117/1994, El 3).
' En este sentido, véase el artículo del profesor Marc Carrillo (2012), «El amarillismo no es pe
riodismo de investigación», Derecom, n". 10, Nueva Epoca, págs. 18-20. En este artículo sostiene
que; «La STC 12/2010, de 30 de enero, de la Sala 1" del Tribunal Constitucional os una sentencia
importante, porque supone un claro freno al uso abusivo y arbitrario de las cámaras ocidtas. en
ttquellos ámbitos en los que los derechos pueden .ser objeto de una agresión especial, a través del
empleo subrepticio de estos aparatos audiovisuales, f^or ejemplo, en el despacho prolesional, a fi n
áv obtener una determinada información», pág. 18.
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Por eso. la deontología puede ser más operativa y adecuada en la regulación del perio
dismo, el cual administra un derecho tan sensible como el de la libertad de expresión, cuya
regulación jurídica podría terminar por sofocar esa misión de crítica y contrapoder que los
medios deben ejercer en la sociedad democrática. Una legislación excesiva del derecho a la
información podría comprometer la actividad de control y crítica que los medios de comu
nicación ejercen de los poderes públicos. Por eso, una fórmula híbrida que integre vías de
autonormacié)!! profesional con el marco legal podría ser la alternativa más adecuada para
dar respuestas a cuestiones controvertidas en el ejercicio del periodismo. Corno comenta el
profesor Marc Carrillo, «la ley puede no ser sujicientc ci este respecto; más aún, es probable
que no lo sea ni pretenda serlo y que espere al complemento que las diversas vías autorregula
doras puedan ofrecer -por efeniplo. a través de los estatutos de redacción o de los consejos de
la información- para completar desde la iniciativa privada, el establecimiento de unas condi
ciones reguladoras que aseguren un mejor ejercicio del derecho a comunicar información y, en
consecuencia, un marco más adecuado para la tutela de los derechos del público>é\
Una postura similar ha mantenido a este respecto el profesor de derecho a la infoimn-
ción de La Sorbona Emmanuel Deriuex, quien sostiene que en la jurisprudencia del Tribu
nal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) se ha mantenido el criterio de refrendat las
decisiones adoptadas por estas instancias autorreguladoras cuando las reglas deontológicas
son acordes con lo dispuesto legalmente' . En este sentido, no resultaría descabellado suge
rir que la labor deontológica podría venir refrendada por vía jurisprudencial. Se trataría de
una actividad interpretativa más difusa y de menor intensidad normativa, pero más acorde
con la naturaleza de la propia información, que requiere un análisis más detallado de cada
caso en relación con los bienes en juego. En esta línea, el Tribunal Europeo de Derechos
Humanos ha producido una prolífera doctrina sobre los derechos de información que
remiten a la función de la deontología profesional como instancia desde la que entencer \
resolver tales conflictos. Desde esta perspectiva, la deontología sería una instancia uti P'tra
que las deliberaciones jurídicas vengan precedidas de una resolución en sede pío esiona
'' iM. (Lirrillo (1999). «Derecho a la información, ley y auto-regulación», pág. ^
Carlos Suárez Villegas (ed.). Medios de comunicación v autocontrol. Entre la etica y el Denc.o.
Editorial Mad, Sevilla, pág. 113. .
'  E. Derieux (201 I ), «Cour européenne des droits de I homme et éthique journalistique. ap
ports entre droit et déontologie», RLDI/0>9. marzo 2011, n'"' 2.290, págs. 64-79. Trad. cast. « as
referencias a la deontología de los medios en las sentencias del Tribunal Europeo de los Derecios
Humanos. Relaciones entre derecho y deontología». Conferencia impartida en el I
tcrnacional de Etica de la Comunicaciétn». El 29 de marzo de 2010 en la Universidad de . e\ i a.
Traducción de Ana Azurmendi. • i- •
En este artículo, el profesor de la Sorbona señala: «La ética o deontología peiiodística ¿estos
términos son totalmente sinónimos?- ¿juega algiín papel en las interpretaciones, apieciaciones \
decisiones del Tribunal Europeo? ¿Se rige por el derecho exclusivamente o también poi le eren
cia a tales principios éticos? ¿Puede el tLdH ser juez de ellos? ¿Qué relaciones (de equiva encía,
contradicción, concurrencia, complementariedad, subsidiariedad. ..) mantienen entie si e
cho y la deontología? ,-'Son nociones alternativas, sustituibles o intercambiables? Sin duca, es
deseable que, con mucha frecuencia, el derecho se conforme con la ética; siempre que esta lepie-
sente una norma común, generalmente admitida, v no sea, por el contrario, expresión de límites o
exigencias, no miiv claras, impuestas por un grupo concreto para su único beneficio. En el respeto
a la jerarquía de las normas, la deontología da lugar a reglas que, más o menos \'oluntariamente,
una profesión se da a sí misma. Ellas no pueden estar en contradicción con el derecho. Pero ¿debe
ajustarse a éste, con el riesgo de multiplicar así las restricciones y limitaciones?. Los profesionales
afectados ¿las aceptarán o adoptarán el riesgo?»
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ajustada a la complejidad de cada caso. Siguiendo las indicaciones del proicsor Ntiñez En
cabo, <4a deontología debería conslituir un punto de partida necesario para el escrutinio de la
diligencia profesional, procurando siempre adoptar un mínimo jurídico r un máximo ético en
el ámbito de las controversias que conciernen a un derecho tan sensible como el de la libertad
de expresión»^. En otras palabras, la deontología periodística constituye un referente de
enorme utilidad para aquilatar la responsabilidad profesional del iníormador.
El Derecho no puede dictar cuáles son los procedimientos que debe seguir el perio
dista para obtener la información ni tampoco definir cuáles puedan ser los aspectos des
tacados como noticias. Por tanto, cabría esperar que los tribunales \'alorasen la actividad
del informador a partir de los criterios de diligencia que sean aplicables a cada caso y en
función de su interés público. Como comenta el profesor Emmanuel Derieux, «el 1EDH
señala, en sus resoluciones, cpie no corresponde, "a los tribunales nacionales, sustituir a la
prensa para decir que técnica de informar deben adoptar los periodistas (¡ EDIl, 23 sep
tiembre 1994, Jersild c. Dinamarca, § 31 ; 20 mayo 1999, Bladet Iromso et Stensaad, §
Ó3...J ni, más ampliamente, decir cuáles deben ser sus métodos de trabajo v sus reglas de
buena conducta o práctica profesional, cuya formulaciéni y apreciación pertenecen a la ettca
0 deontología periodística». Sin embargo, al mismo tiempo afirma que «en razón de los
e eres y responsabilidades inherentes al ejercicio de la libertad de expresión, la garantía que
e artículo 10», Conv. EDH «ofrece a los periodistas (...) está subordinada a la tondiciém de
que los interesados (...) elaboren informaciones fiables y precisas en el respeto a la etica» o
«a la deontología periodística».
Desde esta perspectiva, la deontología se convertiría en fuente del Derecho o, dicho
e otro modo, en el contenido de las reglas jurídicas aplicable al ámbito de las libeitades
in ormativas. Esta virtualidad jurídica de los criterios deontológicos vendría reírendado
por as sentencias del TEDH, sobre el artículo 10 del Convenio, que se refieren a la ética y
1  periodística -considerada como una fuente del derecho o destinada a atenuaias consecuencias de éste- para apreciar el fundamento de la intervención de los jueces
naciona es en el ejercicio de la libertad de expresión de los periodistas'.
i  j ^rl un complemento del Derecho y al revés; por tanto, nunca puede ser\oca a como un criterio expansivo de procedimientos o métodos que vayan en contia
e los limites establecidos por el marco legal, tal y como nos recuerda el profesor Marc
o. «Paia obtener información no vale todo. El primer limite son las prescripciones
requisitos para la existencia del autocontrol de los medios de
VilleeasT^'h'^ u Europeo de deontologia del periodismo», pág. 154, en Juan Carlos Suárez9  ^ ' h de comunicación y autocontrol. Entre la ética y el Derecho, Mad, Sc\'illa.
conexionT^ sentido, el profesor de La Sorbona suscita una interesante reflexión sobre estas
quererlo or^^^^ ueontología y Derecho cuando indica:«¿E/ TEDH hará deontología sin saberlo,
fuente del uuitivo? ¿No se convertiría de este modo la deontología en una
tativa y restPr ^ del derecho? Si la ética periodística parece más suave, menos limi-
''(^'^uiplazadcP derecho, ¿Cuál sería entonces el valor de éste? ¿No se encontraría
^e imponen I eontrario, la deontología se sobreañade al derecho, los profesionales, a quienes
deontcjlopi^ obligaciones complementarias ¿no se verían desanimados de preocuparse deja
uiacionesdif v^'''"^"^^ dbertad, de su sentido de responsabilidad, de la calidad de las infor-
<^^Perar. sobr ^ servicio debido al público? En cualquier caso, no hay mucho que obtener ode expresión délo jurisprudencia del Tribunal Europeo, globalmenle favorable a la libertad
degisladore' ^  amplia tendencia a considerar que la injerencia de las autoridades nacionales
" uecesaria\^ d^duso de instituciones de deontología) en el ejercicio de esta libertad no es
u una sociedad democrática ». Derieux, E. (2009), op. cit., págs. 4-5
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constitucionales, y, después, los deberes deontológicos de la profesión. Nunca a la inversa. La
obtención de pruebas para una información de interés piíblico no es un campo a través que
permita la utilizaeión de cualquier método para obtenerla. La información ha de ser captada
de forma legítima. Sobre todo jurídicamente»^". En este sentido, la deontología también
indica que el hn no justifica los medios y que la intormación debe ser obtenida de forma
lícita, rechazando cualquier lógica oportunista que vaya en detrimento del crédito social
de la profesión.
Como intentaremos demostrar en los siguientes apartados, tanto en el marco de la
deontología periodística como en la doctrina establecida por el TC tendría encaje esta po
sición de prevalencia de la libertad expresión, pero también haría decaer ciertas garantías
de los derechos de la personalidad en la fase de búsqueda de información.
3. CONSIDERACK ).\ES DIIOXTOLCXilCAS EN TDRNO AL USO DE LA CÁMARA OCULTA
EN LA INVESTK:AC!(')i\ PERIODÍSTICA
Como ha señalado la profesora Montserrat Quesada, gracias al periodismo de
gación se logra despertar a las instituciones públicas de su pasividad cuando se en
a las denuncias de situaciones que permiten poner de manifiesto «los abusos de po ei,^ ^ -
fraudes encubiertos, los nepotismos dolosos y, en definitiva, hacer una llamada de atención
sobre la gestión de los encargados de administrar el erario público»". El peiiodismo
investigación desenmascara la apariencia social de prácticas corruptas que perju ican
manera grave los intereses de los ciudadanos. Por tanto, no se puede descalificar sin ma
opción de recurrir a técnicas que permitan ilustrar estas situaciones para logiai una
concienciación y una movilización de la ciudadanía para defender sus clerec os. ^
bien, este objetivo informativo no puede ser invocado como una patente de
periodistas, sobre todo cuando ésta se puede convertir en un arma de do e o p
derechos de los ciudadanos. I^or tanto, estamos hablando de una práctica excepc
criterios de interés ptiblico y diligencia profesional de mayor exigencia .
con
M. Cfarrillo, «Cámara Oculia e intormación». El País, 24 de marzo 2009. g.^rcelona.
" Montserrat Qucsaó-n, Periodismo de Investigación o el derecho a denunciai, i
1997, pág. 21. . . f . «Ijj polé-
A este respecto el l.ihro de estilo del diario El Mundo en el punto I señala lo
mica sigue sin resolverse totalmente en los casos de los ardides de este tipo a los que enfermera
desde que el periodismo existe. Los extremos de esa práctica: de la periodista que fugio .fí' u
para introducirse en un hospital de Washington y sacara la luz las condiciones y palpitación
mantenía a los enfermos, a los periodistas que -disfrazados de camilleros- se intwc ujDon t
de una clínica londinense para sacar fotos de un personaje popular de la televisión quí ¡os
luego publicadas sin su consentimiento v sin otro fin que el de satisfacer la auiosucí
lectores de cierta prensa. 1 ¡c los ciudada-
h) Si los periodistas rechazan los privilegios v las limitaciones que no se aplican a ns ¡léga
nos, ¿por qué habría de tolerarse que se beneficiasen de suhterjugios que en otnn pe isema
les, o al menos rozarían la ilegalidad? Se puede argumentar una larga histoiia di se
importantes para la sociedad que sin esos subterfugios no se habrían podido piestai. (¡bogados,
puede citar la creciente lista de abusos cometidos por redactores que se hacen pasai poi po un
sacerdotes, médicos o enfermeros. , xte a la
c) Im frontera entre lo éticamente aceptable v lo inaceptable podría estar en el seniiio qui si
,  . i.. í ílf •vida humana: cuando la información no se pueda ohti'K., c _ • i.' - i-i
o la salud de ciudadanos, el uso de disfraces o falsas identidades será una opción que sc poi ni coi
imm
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Algunos medios contemplan en sus códigos deontológicos el uso de la cámara oculta y
de otros procedimientos ilícitos de manera excepcional para alcanzar cl propósito principal
que justifica la propia esencia del periodismo: conocer la verdad. Medios de comunicación
tan prestigiosos y nada dudosos de su integridad ética como la BB(I o 'I'bc Scic York Tiwcs
incluyen entre sus pautas deontológicas el uso de la cámara oculta. Por supuesto, se trata
de un uso excepcional y con unas estrictas condiciones que garanticen su uso responsable y
causar el mínimo de daño posible a los derechos de las personas afectadas.
A fin de ilustrar el valor de la deontología como complemento del Derecho, vamos a
examinarlo dispuesto por la BBC para resolver los conflictos planteados acerca de la cámara
oculta como un método excepcional en la investigación periodística.
En primer lugar, recomienda que la cámara oculta sea un recursc) último y excepcional
en la investigación periodística, pues su uso indebido sólo contribuirá a su descrédito: «Uts
grabaciones ocultas han de estarjustificadas por su interés ptihlico [...] pues dan la oportunidad
de conseguir testimonios o comportamientos que de otra muñera nuestra audiencia no podría ni
ver ni oír. Sin embargo, las grabaciones ocultas deben ser un i'dtimo recurso -una mala utiliza
ción o su uso excesivo podría desacreditar su impacto o dismtnuirlo>é\
En segundo lugar, la alternativa de recurrir a medios ilícitos se decidirá a la luz de las
circunstancias que surjan durante el proceso indagatorio, al objeto de ponderar su necesi
dad y sus beneficios. Pero no se adoptará, en ningún caso, como una licencia ftcneral f^a. a
el conjunto de las actuaciones, como si fuese una patente de corso recibida por d tij^^ de
asuntos investigados. Por ello, el hecho de auese hava utilizado o .se pueda utilizar la camaia
oculta en algún momento no significa aue se trate de una vía abierta en otros como si. una
vez violad, la .nt.midad de alguien, sé autorizara a hacerlo en monrento Cn a
investigación periodística se ha de nroceder con el principio de causar el mínimo daño posi
ble, por lo que en cada paso se habrá de analizar si están justificados tales medios agresivos o
si resultarían suficientes los medinr; disponib'o^-
En tercer lugar, establece que -ir a la cámara oculta se habrá de sustanciar
pruebas indiciarlas de delito y evitir mismo ele quienes la utilizan para ver que
novedad informativa se recaba d nd-i La responsabilidad del periodismo
no puede quedar a merced de 1 ""'"7 '"''7 vt que venden la dignidad procesionalpor L oportunidad de obtener una onsireíau que para ello todo Deben si
asuntos asumidos por la dirección dT'Y'^'^t nor motivos de mteies publico claros: «/
investigación es una manera nmv ' ^ '""edio > f ¿cscubierto tenias de interés puhho
Debe tener una clara justificari? ^"^dortante de po pyuebas reales sobre el tenia qia'
paya a tratar. Normalmente inijl ^  y r ación axactanienie cómo se van adesarrollar luego los hechos lí?, ' ' tengamos claro cónio llevar a vaho la
investigación y las posibles cotiK nnportaiitei'ccuencias de iniestfosp legitimidad para el posible uso
ser
a
rj.
En cuarto lugar, y con g] j.. - —— v... .. marco h'cuu ej ptjsic"-
excepcional de la cámara ^e acotar un i ^,,,niportamientos susceptibles de
alcanzar un interés público en. ?'que lo justifique:
,  Revelar o descubrir un cri
•  Revelar un comportamie
Revelar corrupción o ini.Y '^"dsocial importante-
Descubrir incompeten7^''^"'^-
negligencia.
is mjíéirectricesediloriaU
u me, op. cu., págs. 73-74 ^ ^"'^^yY-riteriosdela
,  57, consultado el 2 <■ r . ,, i,. 9Ó1 1.
ppC, febrero de -
82
SISTIMA
229/2013
•  Proteger la sakid y seguridad de las personas.
•  Alertar a las personas del equú oco al que puede llevar una declaración o acción de un
individuo u organización.
•  Revelar información cjue jicrmita a las personas tomar una decisión más fundamentada
sobre temas de relevancia pública.
En quinto lugar, como \'a se ha señalado, la investigación periodística ha de ser compren
dida como una tarea planificada y adoptada de manera solidaria por los responsables del me
dio y equipos de profesionales comprometidos con la opinión pública. A tal efecto, la BBC
contempla el nombramiento de un supeiA'isor editorial de la investigación con la facultad de
conocer los motix'os cjue la justifican y con competencia para decidir sobre la conseivación
del material obtenido y la oportunidad de difundirlo. Por otra parte, el responsable editorial
requiere, para dar visto bueno a una in\'estigación con cámaras ocultas, un razonamiento
motivado en el que han de constar los siguientes argumentos:
•  El historial y la motivación de las fuentes.
•  La justificación para utilizar el engaño, operaciones encubiertas o hacer grabaciones
ocultas jiara obtener más pruebas.
•  Un razonamiento acerca de si sería la única forma posible de actuar.
•  Las posibles consecuencias de las acciones previstas.
Una \'ez verificadas estas condiciones, el equipo encargado podría asumir la responsabi
lidad de utilizar la cámara oculta para obtener pruebas de los hechos, a fin de que sean cono
cidos por la opinión pública. Desde el punto de vista ético, la alternativa de la cámara oculta
cabría interpretarse como un gesto de compromiso del medio con la ciudadanía, asumien o
incluso la responsabilidad legal que pudiera derivarse para satisfacer su derecho a conocei a
verdad de episodios delicti\'os. con el fi n de combatir el daño derixado de prácticp abusivas
contra sus derechos y conx'crtirlo en testigo ante injusticias cobijadas en artimañas lega es.
Por eso, si el jieriodista actúa de manera honesta y proporcionada a las exigencias del caso y
con el propósito manifiesto de conocer la verdad, con toda probabilidad verá refrendado su
trabajo por sus conciudadanos.
Como se ha podido comprobar, la deontología concilia el respeto a los derecho.s de los
ciudadanos con la posibilidad de recurrir de manera excepcional a técnicas de investigación
que puedan causar un cierto grado de injerencia en dichos derechos, justificadas por asuntos
de interés público que deben ser puestos en conocimiento de la ciudadanía.
4. JU.STII-iCACK INES AL USO DE LA CÁMARA (XIULTA EN SITUACIONES EXCEPCIONALES
DESDE UNA IN TERPRETACK ).\' DIX'ERtiENTE DE LA DOCTRINA DEL TC
A nuestro juicio, el otorgar legitimidad a ciertas prácticas periodísticas que puedan sei
lesivas de los derechos de la personalidad pero justificadas por razón de la libertad de expie-
sión podría avalarse con algunas de las líneas doctrinales mantenida por el TC.
En primer término, hemos de recordar que la información veraz es el único instrumento
del que disjione la ciudadanía jiara defender sus derechos frente a tramas urdidas poi ban
das delictivas o corrupciones ile los poderes públicos que negocian con los intereses públicos.
Dichas actividades se llex'an a cabo bajo una apariencia de legalidad que resulta difícil desen
mascarar y con frecuencia cuenta con la cobertura de los propios agentes encargados de su vigi
lancia. (ionio resultado ríe esta situación se produce una indefensión de los ciudadanos que no
^ISnMA
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logra resolverse por la denuncia cursada ante las instituciones. Incluso ocurre con I recuencia
que dicha denuncia sólo sin^e para advertir de una investigación periodística en curso y conce
der asíoportunidades a los delincuentes para reorganizarse. En otras palabras, el periodismo se
basa en conocer la verdad, y ésta en ocasiones requiere adentrarse en ámbitos blindados por la
argucia de quienes actúan bajo la apariencia de una tapadera legal para esconder prácticas tur
bias que atentan contra los derechos de las personas. Por eso, cuando se in\-ocan tales derechos
de manera fraudulenta para otorgar impunidad a prácticas delicti\'as, parece razonable que el
periodista, una vez agotado los métodos convencionales, procure conocer la naturaleza de esos
hechos a través de otras técnicas que le permitan obtener pruebas para su denuncia publica.
Ahora bien, al tratarse de medios invasivos contra los derechos de las personas, se requiere un
interés público reforzado y un mayor rigor en la dili'Tcncia procesional, c espeiando cualquiei
duda sobre intenciones espurias y alejadas de su finaídad íK-nia
En consonancia con esta realidad, en la que el periodismo se presenta mo una \alvi .
de escape de la libertad de expresión frente al hermetisnio ele batidas orpanixaclas y de po
deres corruptos, parece razonable conceder a esa institución |iub tea siuc es el peiiodisnic.
.erada de mane^respo^^^^^^^^^^^
n  dplirriuac; rn.re 1 L.xcepLiuiic ..¡^dista se vena en el dilennd as acti idades delictivas que denuncia. En este caso, el pei „|,„„nia adc-más de[enunciar sin pruebas, lo que podría ocasionarle una detnanda 1 qticCno d™ cíe.
•rédito profesional, o bien procurar dichas pruebas a trav'c^
del
en
e l
de denunciar
descré
''puer^sé" Seque ciertos asuntos d n - 'blico justibeaii bi inlromisióo en di-
,  J 3I noder rplnr-„-c ínteres publico J - n,iniciad o imagen de una
períona^por qué no aceptar también^qu^"^ libertad de expresiónpcls * I 1 . r. 1 . M'-lC CStP r'ir'Artrr E)rC\ ítiií*
implicados exniDienao esas imágenes sin7 S-ión, ^'7'"
mostrar las imágenes para obtener rédi/ V isivo com^^ elementos
de pruebas que puedan avalar la dem. f melado tele^ i- ^.,i las que pueden interx'e-
nir los propios agentes encargados de "'"7^7P'"ácticas ¿ otra manera se podría llegar
c-nnocer asuntos de enorme inm.-r Pues de f ^ste tipo de in\-estigacion
rioclística. A nuestro juicio, esfi 7 si no es a travc^ doctrina sostenida en STCgo/1992 de 21 de diciembre: estaría en líneu e"" I"
'ijJo c" cuenta la posicu»'/CV//Cj  ] esa confrontación de der^ l
.rcvaleate, que no jerárquica, qu^ ha de llevarse a [[¡os ck k pcrsonalulad del art-
1S CE ostente el derecho a la Up ks derechos deno'ttt''^ ^ (,t, en razan de sn dohk,  /.•i.w.rz/ , adr^,.,r delad-^ ■L,>veitk>'eueonseenena(cak
■qittto nivel de ejuaeia ¡ndi'■ihuyf'íttckt
carácter de libertad individual y garn„, ^'korinación dclert-
píforniación de la opnnón púbi/ea f ^'^^^'tiicioval ."/«'tzrt/lr/o
ie l0 líherl"!" de exprcsió,, , «- dehilile, proP"'-''" , jd JpC>" "p n, moh„„ «»phjo. p¡„ ddjj'"". ra vohrpyrff'dL /"TT
,/ccW« " p,„. '« de , lo, deyf j,,- p /„
z' í""-" ase^d "'pwmaó„, „„e /«» '''' L ''' . - ó
'  infc,,.,,,.,^:/... tilore cU
Si, como señala el^texto de
rio
en que "'h,;»eaó„l¡hre- „. ,„a derecho.
,ale¿ de I® Pef»"-^ ''fectada^^^ ^ente,,,- , ,^„|,„nioS '•„;,didi. que resulto necesario
, , , '''■'■•ederünieamcn.e'^"''
n En este sentido, vease la Sq^p
de 17 ,1c enero-
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para asegurar la información libre en la sociedad democrática» y se entiende en relación con
la publicación de una determinada información, cabría preguntarse por qué esta cesión de
derechos no podría producirse en la fase de búsqueda de la noticia, siempre que se haga con
una finalidad meramente informativa y atendiendo a los criterios deontológicos que señala
mos más arriba. .Si no se acepta esta conclusión cabría entonces admitir que los derechos de
la personalidad constituyen un límite infranqueable para el derecho a conocer la verdad de
asuntos de interés piíblico en los que se basa el juicio democrático de la ciudadanía.
Esta postura favorable a un eventual u.so de estas técnicas de investigación periodística
para conocer la \'erdad inlormati\-a se [luede advertir en la remisión que en la sentencia se
hace a la doctrina establecida en la .STC 185/2002, de 14 de octubre, FJ 3, en la que se señala
que «el derecho a eon/nnicar y a emitir libremente injormación veraz no otorga a sus titulares
nn poder iliniitado sobre enab/nier ámbito de ¡a realidad, sino que, al venir reconocido como
medio de formación de ia opinión piiblica, solamente puede legitimar ¡as intromisiones en otros
derechos fundamentales i¡ne guarden congruencia con la Jinalidad expresada, careciendo de efec
to legitimador cuando se cjcrctte de modo desmesurado x exorbitante al Jin en atención al cual
la Constitiicióm le atribnxe especial protección» o que «en aquellos casos en los que, a pesar de
producirse una nitromisióm en la intimidad, tal intromisión se revela como necesaria para lograi
tin fin constitucionalmente legitimo, proporcionada para alcanzarlo y se Heve a cabo utilizando
los medios necesarios para procurar una mínima ajectación del ámbito garantizado por este
derecho, no podrá considerarse ilegítima» (STCÍÍ 156/2001, de 2 de julio, Fj 4).
Por otro lado, en la propia sentencia se atisba esta vía doctrinal cuando el TC, siguieiv
do la posición de la l iscalia, señala qtie el uso de la cámara oculta podría ser una instancia
última en la delensa de una libertad de expresión cuando ésta pudiera verse amenazada pol
la contumacia de situaciones de corrupción c]ue presentan una importante opacidad social >
un entramado complejo que cuenta con la actitud connivente de los funcionarios encaigados
de velar por los intereses público. Pero, [?recisamente por el carácter invasivo de esta técnica,
se recjuiere elevar el ni\'el de exigencia para justihcar su uso y evitar que sea adoptada como
un recurso convencional en la inx'cstigación periodística, tal y como cabria entenderse a la
luz de esta afirmación:
«El carácter altamente injerente de la "cámara oculta hace que sii utilización deba conside
rarse como nn recurso técnico de i'dtima instancia (liltima rallo) sólo admisible cuando el legis-
tro periodístico no pueda obtenerse por otros medios v siempre que concurra nn ínteres gcncuil
altamente relevante o cnalijicado ", ctrainstancias que no concurrían en el presente caso».
Por tanto, se trataría de asegurar que ese sacrificio de los derechos fundamentales esta
justificado por la importante función que desempeña la verdad informativa paia el
ció de la democracia y la protección del resto de derechos de la ciudadanía. Una socieca
desinformada es una sociedad indefensa, y los periodistas asumen el compromiso -
social de indagar la \'crdad tle los acontecimientos más allá de su apariencia supei cía .
Pero esta indagación no tiene por qué tener por fi nalidad la emisión de las imágenes \
testimonios grabados, sino más bien recabar las pruebas necesarias para la propia defensa
del periodista cuantío curse su tienuncia pública a través del medio"'.
A este res¡K"ele, en relacitái con el caso qiic estamos analizando, el profesor Villaverde
observa que «/;/ / (.. así la creemos, debió) analizar si ta ditnsión de las imágenes y sonidos captados
con la cámara oculta para aposar en ellos la inionnacion relativa a si esas prácticas merecían o no
el amparo constitucional Si esa inionnacion se hubiera divulgado sin hacer uso Je esas imágenes v
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Se trataría, por tanto, de ponderar los bienes en juego en cada caso, a ñn de conocer
si concurren motivos de interés públicos que justifiquen investigaciones periodísticas que
puedan hacer decaer el derecho a la intimidad y a la imagen. Por su parte, el profesor Mu
ñoz Machado no considera que para resolver estas colisiones entre derechos haya que apli
car la denominada técnica del balacing, que sería pertinente si estuviéramos ante derechos
situados en plano de igualdad. Sin embargo, al ser la libertad de e.xpresión un derecho
institucional y eje de la estructura democrática, parece razonable e.xaminar si la informa
ción en cuestión justifica ciertas intromisiones por el carácter escurridizo y hermético de
prácticas delictivas que convierten las garantías de los derechos subjetivos en obstáculos
del derecho a la información.''
En esta línea parece estar la STC 232/1993 en la que se indica que:
«La delh7iitación de la colisión entre tales derechos ha de hacerse caso por caso _v sin fijar
apriorísticamente los límites entre ellos; que la tarea de ponderación ha de llevarse a caho te
niendo en cuenta la posición prevalente, que no jerárquica o absoluta, que sobre los derechos
denominados de la personalidad del artículo 18 constitucional, ostenta el derecho a la libertadde información del artículo 20-1 d) en función de su doble carácter de libertad individual y
de garantía institucional de una opinión pública Ubre e indisduhlementc unida al pluralismo
político dentro de un Estado democrático, siempre que la información transmitida sea i
esté referida a asuntos de relevancia pública que son Jel '"J
refieren y las persas que en ellas intervienen; que ct"""'" '"'ornutaon c
ejercer sobre ámbitos que pueden afectar a otros bienes constttuuonalis. amo son 11 h ,,
la iniumdad, es preciso para que su proyección sea legítima, que lo tnfm mado rcstdte de tntu es
público pues sólo entonces puede exigirse de aquellos a qum"" " Perturba el contenido
de la mínrniñrrAv, ,, . ^ pyacisamente, del conocimiento gcuí lut y
•  - - . < -1 f /"}/I /} ' 1! í* t/I i ÍVJ \ í.
qiaí
riosidadajena asuman aquellas perturhacío-
sca veraz y
a que se
quiere
O)no el onor y
1 1 / lyítt'uc tfXivuM: uc
la difusión de hechos y situaciones que interesen a ta comu»"l'"'i V'e mi relevancia conliinitai iii
y uo la simple satisfacción ÚpI i i n ^ frecuencia mal orientada e indebidamente
nes o tnolesttas ocasionadas por la difusión de delerntu'aJ"
5. Conclusiones
La sentencia que arik i el valor de ser el primer pronunciamiento
que realiza el TC sohr I ^ Pas La libertad de expresión adquiere un
valor arquitectónico en l democrática, pero con frecuencia esinvocada por los medios ustifícar prácticas abusivas en contra de losderecho, de la. Personas E~mX,dTC ha I—'«rte claro
sonidos, eljuicio delTCJv- , n , otorgar el amparo del articulo
los periodistas. Su nianu u ^Ido favorable consecuencia al n/cdu, pan,,
por el contrario, y copuoaT'''''"''''
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sobre la prohibición del uso de cámara oculta al seivicio del infoespectáculo televisivo. No
es admisible inx'ocar la libertad de expresión para incurrir en intromisiones gratuitas de los
derechos de la intimidad \' obtener así una carta en blanco para su exhibición pública.
Ahora bien, sería ingenuo ignorar que muchas de las argucias y tramas sobre las que se
basa la inx'estigación periodista precisamente guardan una apariencia de normalidad legal y
social que encubre la urdimbre de intereses y prácticas ilícitas que son lesivas para los dere
chos de los ciudadanos. Resulta evidente que el mínimo indicio por parte de los sujetos inves
tigados de que pudieran hallarse ante un interlocutor que persigue denunciar públicamente
sus prácticas írustraría la expectativa de llegar a conocer sus modiis operandiy sus intereses
ocultos. Por tanto, en aqucih^s casos que pudieran ser de especial dificultad por tratarse de
tramas organizadas que se eamullan con el tejido social y rehúyen cualquier actividad mves-
tigadora podría ser necesario el uso excepcional de medios de investigación agresivos para
obtener las pruebas necesarias de la denuncia periodística.
Los medios de comunicación asumen en la sociedad democrática la importante tarea
de alzarse frente a las injusticias. Por esta razón, entendemos que no sería admisible realizai
una interpretación de la lev en la que los derechos subjetivos se conviertan en límites inhaiv
queables frente al derecho de la ciudadanía a conocer la verdad en asuntos de un alto Ínteres
público. Dicho esto cabría admitir que en situaciones excepcionales, con las debidas cautelas
que ya hemos apuntado, pueda justificarse el uso de la cámara oculta como método de inves
tigación periodística. Precisamenie, por su carácter excepcional, dicha intromisión se debe
llevar a cabo en aquellos extremos de la indagación en la que se requiera obtener pruebas
para demostrar la denuncia pública que realiza el medio. En ocasiones, estas grabaciones ni
siquiera tienen por qué ser exhibidas, pues su propósito se cifraría en sustanciar la denuncia
pública con pruebas. En aquellas situaciones en las que las Administraciones hicieian caso
omiso de injusticias que persisten a pesar de su denuncia, podría ser admisible la publicación
de las imágenes para poner en conocimiento de los ciudadanos hechos que son de su mteies
y de los que deben estar prevenidos.
En la propia doctrina constitucional existe atisbo de un reconocimiento de este caiactei
excepcional de estos medios en circunstancias en las que la libertad de expresión se vieia
comprometida. Para concluir, x'algan estas dos breves referencias jurisprudenciales: ( -d
aquellos casos en los que, a pesar de producirse una iutromisióu cu la intimidad, tal intiomisioii
se revela como necesaria para lograr un fu coustitucioualmeiitc legítimo, proporcionada pam
alcanzarlo y se lleve a cabo utilizando los medios necesarios para procurar una niininia afecta
ción del ámbito garantizado por este derecho, no podrá considerarse ilegitima» (STC 156/2001,
de 2 de julio, E| 4).
Dicha doctrina es considerada en la propia sentencia analizada cuando indica que. «c'z
definitiva, la intromisión en los de> ■cebos fundamentales de terceros resultante delejeiciuo c c a
libertad de información sódo sera legitima en la medida en que la afectación de dichos dciec ?os
resulte adecuada, necesaria y proporcionada para la realizuetón constitucional del deietho ci (i
libertad de información. Por ¡o tanto, allí donde quepa acceder a la información pieteni n ci
sin necesidad de colisionar con los derechos rejeridos, queda deslegitimada, por desoibitacui o
desproporcionada, aquella actividad informativa innecesariamente invasora de la intimidad o
la imagen ajenos».
Pues la pregunta que habría que íormularse ante esta disyuntiva sería la siguiente: (jque
pasaría si la noticia no pudiese ser conocida aplicando métodos convencionales y la libertad
de expresión se resintiera por establecer una prohibición absoluta en la intromisión a la
intimidad de las personas? ^Tendría finalmente este derecho un carácter prevalente sobre la
libertad de expresión en la lase de búsqueda v comprobación de hechos delictivos que están
Mm
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siendo cobijados bajo la impunidad que les otorga su derecho a la intimidad.-' A nuestro
juicio, cabría admitir usos ex'cepcionales que serían amparados por la doctrina del TC si
éstas corresponden a investigaciones periodísticas que permitan conocer asuntos de un alto
interés público para la acción política o los derechos de las personas.
Por último, quisiera finalizar subrayando la decisiva tarea que en estos casos dih'ciles
podría cumplir la deontología como una instancia que ayude a comprender mejor los lí
mites del ejercicio de la libertad de expresión desde un ejercicio responsable y diligente
del periodismo.
€()})!, n." 10,
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